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Tema:
PENSIÓN DE VEJEZ / APLICABILIDAD DE LA NORMA QUE CONSAGRA EL DERECHO AL INCREMENTO PENSIONAL POR PERSONAS A CARGO EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA / PRECEDENTE DE LA CORTE CONSTITUCIONAL / PRESCRIPCIÓN / REVOCA / ACCEDE - Conforme lo establecido por el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma anualidad, para que surjan a la vida jurídica dichos incrementos adicionales por el o la cónyuge, bastará que: i) la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación de Acuerdo 049 de 1990; ii)  que existan hijos inválidos no pensionados y, iii) que la cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.

Esta Sala venía sosteniendo de tiempo atrás que la persona pensionada bajo los parámetros del Acuerdo 049 de 1990 contaba con tres años a partir del reconocimiento de la pensión para solicitar el incremento pensional por persona a cargo, so pena de que su derecho a percibirlo prescribiera.

No obstante, la Corte Constitucional en la sentencia T-369 de 2015, al estudiar la prescriptibilidad del incremento pensional, realizó un recuento de los antecedentes que sobre el reconocimiento del mismo se han mantenido por la jurisprudencia nacional, encontrando necesario armonizar ambas posturas de acuerdo al principio de favorabilidad, rector en materia laboral.
La suscrita Magistrada acogió el precedente sentado por la Corte Constitucional y, consecuencialmente, tiene como imprescriptible el derecho a percibir el incremento pensional por persona a cargo, sin perjuicio de que dicho fenómeno extintivo afecte las mesadas pensionales causadas con antelación a los tres años que precedieron la reclamación que instó su reconocimiento. 

(…)

No es objeto de controversia en el caso de marras que a través de la Resolución GNR 244696 del 2 de octubre de 2013 Colpensiones concedió al señor Jesús Antonio Henao Buitrago la pensión de vejez a partir del 5 de marzo del mismo año, con fundamento en el Decreto 758 de 1990, normatividad que contempla en su artículo 21 un incremento del 14% en la mesada pensional para aquellos beneficiarios que tienen a cargo a su cónyuge, o compañera permanente, y del 7% por cada hijo menor o discapacitado. 

Tampoco es objeto de controversia que el demandante ha velado por el sostenimiento económico de su compañera permanente y sus hijos discapacitados Maritza y Hernán Hurtado, pues así fue declarado en el trámite de primer grado, según quedó demostrado con los testimonios de Jaime Naranjo Villegas, María Rubiela Franco y María Alicia Murillo, quienes en su calidad de amigo y amigas de la pareja expusieron detalladamente por qué les constaba que es el actor quien asume los gastos de su hogar, así como la manutención de su esposa e hijos inválidos, respecto de quienes se allegaron los respectivos certificados que prueban su estado de salud (fls 16 y 22).

Así las cosas, como el demandante acreditó los requisitos para acceder a los incrementos pensionales por compañera permanente e hijos inválidos a cargo, tenía derecho a que Colpensiones le pagara unas sumas mensuales adicionales a la mesada pensional equivalente al 14% y el 7% del salario mínimo legal mensual vigente para cada anualidad, a partir de la fecha en la cual le fue reconocida su pensión.

En este punto es necesario señalar que, si en gracia de discusión se aceptara la tesis planteada por la Jueza de instancia, tampoco operó la caducidad de la acción para reclamar los incrementos pensionales, pues debe recordarse que la Resolución No. 2848 de 1998 reconoció la pensión de vejez en virtud de la Ley 100 de 1993, siendo la Resolución GNR 244696 del 2 de octubre de 2013 la que concedió el derecho en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y en cumplimiento de lo ordenado por el Juzgado Primero Laboral Adjunto el 13 de mayo de 2011, de manera que fue a partir de esa calenda -2 de octubre de 2013- que empezó a correr el término trienal para extinguir el derecho; por lo tanto, al haberse presentado la reclamación el 1º de marzo de 2016 (fl. 30), fue oportuna la solicitud y ello derivó en que se conservara incólume el derecho del promotor del litigio.

En virtud de lo anterior, se revocará la sentencia de primera instancia y se concederán los incrementos pensionales reclamados a la parte demandante, por cumplir los requisitos del Acuerdo 049 para ese efecto, declarando prescritos únicamente los emolumentos generados con anterioridad a los 3 años que precedieron la reclamación administrativa presentada
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… innecesariamente la ponente, a pesar de la inexistencia de la prescripción, insistió en desarrollar en la providencia el tema de la imprescriptibilidad de los incrementos según la posición de la Corte Constitucional, que obviamente no viene al caso porque, en cualquier caso, el término prescriptivo no alcanzó a afectar el derecho.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL No. 1
Magistrada ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón

Acta No. ____

Sistema oral - Audiencia de juzgamiento

Siendo las 8:15 a.m. de hoy, viernes 13 de abril de 2018, la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública de juzgamiento en el proceso ordinario laboral instaurado por Jesús Antonio Henao Buitrago en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones.
Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Por la parte demandante… Por la demandada…

Alegatos de conclusión

De conformidad con el artículo 82 del C.P.T. y de la S.S., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión:  Por la parte demandante… Por la parte demandada…

S E N T E N C I A

Como quiera que los argumentos expuestos en las alegaciones fueron tenidos en cuenta en la discusión del proyecto, procede la Sala a revisar en sede de consulta la sentencia emitida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 25 de abril de 2017, dentro del proceso ordinario laboral reseñado con anterioridad.
Problema jurídico por resolver

De acuerdo a los fundamentos expuestos en la sentencia de primera instancia, le corresponde a la Sala determinar si al demandante le asiste derecho a los incrementos pensionales reclamados y, en caso afirmativo, a partir de qué momento se deben reconocer los mismos.
I. La demanda y su contestación


El citado demandante solicita que condene a la entidad demandada a pagarle los incrementos pensionales del 14% y el 7% por tener a cargo a su compañera permanente y a sus dos hijos inválidos, aduciendo que el entonces I.S.S. le reconoció la pensión de vejez consagrada en la Ley 100 de 1993 mediante la Resolución 2848 del 1º de enero de 1998, la cual se reliquidó por Colpensiones mediante la Resolución GNR 244696 del 2 de octubre de 2013, en la que se declaró que él es beneficiario del régimen de transición y se concedió la prestación con base en el Acuerdo 049 de 1990, con efectos fiscales a partir del 8 de junio de 2007. 


Agrega que el 1º de marzo de 2016 solicitó el reconocimiento de los incrementos ante la entidad demandada, los cuales fueron negados el mismo día, bajo el argumento de que el Acuerdo 049 de 1990 no se hace extensivo a factores distintos a la edad, el tiempo de servicios, el número de semanas y el monto de pensión.

Para fundar dichas pretensiones manifiesta que contrajo matrimonio católico el 31 de diciembre de 1973 con la señora Aleyda Hurtado y que mediante Resolución 2848 del 1º de enero de 1998 se le reconoció la pensión de vejez, acto que fue modificado posteriormente a través de la Resolución GNR 244696 del 2 de octubre de 2013, por el cual se reliquidó su prestación con base en el Acuerdo 049 de 1990, declarando que era beneficiario del régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, con efectos fiscales a partir del 8 de junio de 2007.
Refiere que tanto su cónyuge como sus hijos Hernán y Maritza Henao Hurtado, -quienes son inválidos no pensionados-, dependen económicamente de él, por lo que el 1º de marzo de 2016 solicitó el reconocimiento de los incrementos pensionales ante la entidad demandada, los cuales fueron negados el mismo día, bajo el argumento de que el Acuerdo 049 de 1990 no se hace extensivo a factores distintos a la edad, el tiempo de servicios, el número de semanas y el monto de pensión.
Colpensiones aceptó los hechos relacionados con al matrimonio contraído por el demandante y la señora Aleyda Hurtado; el contenido de las Resoluciones 2848 de 1998 y GNR 244696 de 2013; la solicitud de los incrementos pensionales y la negativa de los mismos.
Seguidamente se opuso a la totalidad de las pretensiones y propuso como excepciones de mérito las que denominó “Inexistencia del derecho”  y “Prescripción”.
II. La sentencia de primera instancia

La Jueza de conocimiento determinó que el señor Jesús Henao tiene derecho a los incrementos pensionales solicitados desde el 30 de octubre de 1996; no obstante, declaró prospera la excepción de prescripción propuesta por la entidad demandada y la absolvió de las pretensiones del actor, a quien condenó al pago de las costas procesales.


Para llegar a tal determinación la A-quo consideró, en síntesis, que al haberse reclamado los incrementos 3 años después del reconocimiento de la prestación, el derecho a los mismos había prescrito, de conformidad con la postura adoptada por este Tribunal.

III. Procedencia de la consulta
Como quiera que la decisión de primer grado fue adversa a los intereses de la parte demandante, y no fue apelada, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta.

IV. Consideraciones
4.1  De los incrementos pensionales

Esta Corporación, desde la sentencia del 21 de mayo de 2014, Radicado abreviado No. 2012-00673-01, M.P. Dr. Julio César Salazar Muñoz, decidió acoger la posición adoptada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sede de tutela -sentencias del 9 de octubre de 2013 y 23 de abril de 2014, radicados Nos. 33938 y 36036, Magistrados ponentes doctores Luis Gabriel Miranda Buelvas y Clara Cecilia Dueñas Quevedo, respectivamente-, en relación con el reconocimiento de los incrementos pensionales por personas a cargo. Según lo dispuesto por dicho alto tribunal, los incrementos pensionales por cónyuge o compañero o compañera permanente e hijos menores a cargo, contemplados en el artículo 21 del Decreto 758 de 1990, no fueron derogados tácitamente con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y se encuentran vigentes para las personas que accedan a la pensión con fundamento en el Decreto 758 de 1990, incluso en virtud del régimen de transición.

Por tanto, conforme lo establecido por el artículo 21 del Decreto 758 de 1990, para que surjan a la vida jurídica los incrementos adicionales por el o la cónyuge, es necesario que: i) la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación del Decreto 758 de 1990; y, ii) que la o el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.

4.2   De la imprescriptibilidad del derecho al incremento pensional

Esta Sala venía sosteniendo de tiempo atrás que la persona pensionada bajo los parámetros del Acuerdo 049 de 1990 contaba con tres años a partir del reconocimiento de la pensión para solicitar el incremento pensional por persona a cargo, so pena de que su derecho a percibirlo prescribiera.

No obstante, la Corte Constitucional en la sentencia T-369 de 2015, al estudiar la prescriptibilidad del incremento pensional, realizó un recuento de los antecedentes que sobre el reconocimiento del mismo se han mantenido por la jurisprudencia nacional, encontrando necesario armonizar ambas posturas de acuerdo al principio de favorabilidad, rector en materia laboral. De esta manera, se pronunció el Alto Tribunal:

“La Corte Constitucional se ha pronunciado respecto del reconocimiento y pago del incremento a la pensión mínima del 14% por cónyuge o compañero (a) permanente a cargo, de dos maneras, una negando dicho reconocimiento al considerar que el incremento señalado no hace parte integrante de la pensión, por lo tanto no sigue la misma suerte de ella, siendo susceptible de prescripción cuando no se solicita dentro de los tres (3) años siguientes al reconocimiento de la pensión, posición que coincide con la interpretación que, de manera reiterada, ha realizado la Corte Suprema de Justicia; otra, que consideró que el incremento por persona a cargo es un elemento de la pensión, que sigue la suerte de las causas que le dieron origen, por lo tanto al ser la pensión imprescriptible, dicha prestación también lo es, siendo afectadas por ese fenómeno sólo las mesadas que no se reclamaron antes de los tres años previos al reconocimiento de dicho incremento.”

Como sustento de su decisión de apartarse de la interpretación sostenida por el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, y así tener por imprescriptible el derecho al incremento pensional, afirmó:

“En suma, según esta última posición, los incrementos pensionales referidos constituyen una prerrogativa, aplicada a la pensión mínima legal, a la cual se accede cuando el cónyuge o compañero (a) permanente del beneficiario depende de este y no disfruta de pensión alguna. Adicionalmente, el derecho a tal incremento subsiste mientras perduren las causas que le dieron origen, con lo cual se entiende que el mismo puede ser reclamado en la medida en que persistan las condiciones que a él dieron lugar, por lo cual tal prerrogativa no se vería afectada por el fenómeno de la prescripción. 

Así, esta Sala considera que, existiendo dos posibles interpretaciones del artículo 22 del Acuerdo 049 de 1990, la que mejor realiza los derechos fundamentales del actor es aquella aplicada en la Sentencia T- 217 de 2013  y posteriormente reiterada en la Sentencia T-831 de 2014 , que resulta más favorable al peticionario, por cuanto en esas oportunidades la Corte consideró que el derecho en mención no se encuentra sometido a la regla de prescripción de las acreencias laborales de tres (3) años. 

En efecto, en ninguna de las normas citadas, que regulan el incremento bajo estudio, se establece que dicha regla deba ser aplicada al incremento en mención, pues al definirse la naturaleza del mismo, sólo se señala que el incremento del 14% sobre la mesada mínima por cónyuge a cargo subsiste mientras perduren las causas que le dieron origen. De tal forma, lo considerado en dichos fallos respecto de la imprescriptibilidad del derecho en comento se encuentra en consonancia con el principio de favorabilidad, razón por la cual concluir que tal derecho se encuentra afectado por el fenómeno de la prescripción, en perjuicio de los peticionarios, contraría dicho principio, e implica una violación directa de la Constitución.“

La suscrita Magistrada acogió el precedente sentado por la Corte Constitucional y, consecuencialmente, tiene como imprescriptible el derecho a percibir el incremento pensional por persona a cargo, sin perjuicio de que dicho fenómeno extintivo afecte las mesadas pensionales causadas con antelación a los tres años que precedieron la reclamación que instó su reconocimiento. 

V. Caso concreto

No es objeto de controversia en el caso de marras que a través de la Resolución GNR 244696 del 2 de octubre de 2013 Colpensiones concedió al señor Jesús Antonio Henao Buitrago la pensión de vejez a partir del 5 de marzo del mismo año, con fundamento en el Decreto 758 de 1990, normatividad que contempla en su artículo 21 un incremento del 14% en la mesada pensional para aquellos beneficiarios que tienen a cargo a su cónyuge, o compañera permanente, y del 7% por cada hijo menor o discapacitado. 
Tampoco es objeto de controversia que el demandante ha velado por el sostenimiento económico de su compañera permanente y sus hijos discapacitados Maritza y Hernán Hurtado, pues así fue declarado en el trámite de primer grado, según quedó demostrado con los testimonios de Jaime Naranjo Villegas, María Rubiela Franco y María Alicia Murillo, quienes en su calidad de amigo y amigas de la pareja expusieron detalladamente por qué les constaba que es el actor quien asume los gastos de su hogar, así como la manutención de su esposa e hijos inválidos, respecto de quienes se allegaron los respectivos certificados que prueban su estado de salud (fls 16 y 22).
Así las cosas, como el demandante acreditó los requisitos para acceder a los incrementos pensionales por compañera permanente e hijos inválidos a cargo, tenía derecho a que Colpensiones le pagara unas sumas mensuales adicionales a la mesada pensional equivalente al 14% y el 7% del salario mínimo legal mensual vigente para cada anualidad, a partir de la fecha en la cual le fue reconocida su pensión.
En este punto es necesario señalar que, si en gracia de discusión se aceptara la tesis planteada por la Jueza de instancia, tampoco operó la caducidad de la acción para reclamar los incrementos pensionales, pues debe recordarse que la Resolución No. 2848 de 1998 reconoció la pensión de vejez en virtud de la Ley 100 de 1993, siendo la Resolución GNR 244696 del 2 de octubre de 2013 la que concedió el derecho en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y en cumplimiento de lo ordenado por el Juzgado Primero Laboral Adjunto el 13 de mayo de 2011, de manera que fue a partir de esa calenda -2 de octubre de 2013- que empezó a correr el término trienal para extinguir el derecho; por lo tanto, al haberse presentado la reclamación el 1º de marzo de 2016 (fl. 30), fue oportuna la solicitud y ello derivó en que se conservara incólume el derecho del promotor del litigio.
En virtud de lo anterior, se revocará la sentencia de primera instancia y se concederán los incrementos pensionales reclamados a la parte demandante, por cumplir los requisitos del Acuerdo 049  para ese efecto, declarando prescritos únicamente los emolumentos generados con anterioridad a los 3 años que precedieron la reclamación administrativa presentada el 1º de marzo de 2016.

Las costas de primer y segundo grado correrán a cargo de Colpensiones.

En mérito de  lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Risaralda), Sala Laboral No. 1, Administrando Justicia en Nombre de la República y por autoridad de la Ley,
R E S U E L V E:

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso iniciado por Jesús Antonio Henao en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones y, en consecuencia.

SEGUNDO: DECLARAR que al señor Jesús Antonio Henao le asiste derecho a que se le reconozca el incremento pensional del 14% por tener a cargo a su cónyuge Aleyda Hurtado, y el 7% por cada uno de sus hijos inválidos.
TERCERO: DECLARAR probada parcialmente la excepción de prescripción respecto de los incrementos pensionales causados con anterioridad al 1º de marzo de 2013
CUARTO: CONDENAR a Colpensiones a pagar al señor Jesús Antonio Henao el incremento pensional del 14% por tener a cargo a su cónyuge Aleyda Hurtado, y el 7% por cada uno de sus hijos inválidos, Herman y Maritza Hurtado, a partir del 2 de octubre de 2013.
QUINTO: Las costas procesales de primer y segundo grado correrán a cargo de Colpensiones y a favor del demandante.

Notificación surtida en estrados. Cúmplase y devuélvase el expediente al Juzgado de origen.
La Magistrada ponente,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA                              JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ                                  

   Magistrada                                                                     Magistrado
En compensatorio





     Aclara voto

MAGISTRADO: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, trece [13] de abril de dos mil dieciocho [2018].

ACLARACIÓN DE VOTO:

En este proceso se reconoció el derecho a incrementos del actor, mismo que, dado que presentó su reclamación dentro de los tres años siguientes al momento en que se reconoció que su pensión se otorgaba con base en el acuerdo 049 de 1990, según la posición sobre el tema de la Sala de Casación Laboral de la Corte, no se encontraba prescrito.

Sin embargo, innecesariamente la ponente, a pesar de la inexistencia de la prescripción, insistió en desarrollar en la providencia el tema de la imprescriptibilidad de los incrementos según la posición de la Corte Constitucional, que obviamente no viene al caso porque, en cualquier caso, el término prescriptivo no alcanzó a afectar el derecho.

Toda vez que no comparto la posición de la Corte Constitucional sobre el tema y considero, sin la menor duda, que el precedente vertical que se debe respetar es el del máximo órgano de la jurisdicción Ordinaria, es que hago esta aclaración de voto, básicamente para reafirmar que soy del criterio de la prescriptibilidad del derecho a incrementos, si estos no se reclaman dentro de los tres años siguientes al otorgamiento de la pensión. Pero, como quiera que aquí, ese término no alcanzó a correr, es que acompaño la decisión, con la precisión que acabo de hacer.

Queda así aclarado mi voto.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
1
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